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FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / IMPROCEDENCIA. [L]a petición se elevó, a nombre de su representado, en un trámite que adelanta para obtener el reconocimiento y pago de unos valores, sin ninguna acotación acerca de que se tratara de una actuación propia del abogado. De donde se tiene que carece de legitimación el accionante para invocar la trasgresión de sus intereses particulares, si bien toda la actuación del caso se desplegó en favor de Moisés Orozco Ramírez, quien sí podría discutir que se le vulnera su derecho de petición. Por supuesto que, como viene de verse, el poder que le hubiera otorgado para intervenir ante la entidad accionada, no lo legitima tampoco para reclamar en esta sede constitucional, mucho menos si lo hace a título personal.
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Nicolás Alberto Mejía Gómez, contra la Dirección General de la Policía Nacional y la Caja General de la misma Institución CAGEN.
  



ANTECEDENTES




Nicolás Alberto Mejía González, quien actúa en su propio nombre, instaura esta acción de tutela contra la Dirección General de la Policía Nacional y la Caja General de la misma Institución CAGEN, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales que nominó como: “petición, debido proceso” que estima vulnerados por las citadas entidades.
  



Adujo, en síntesis, que el día 03 de octubre del presente año “…este apoderado radicó DERECHO DE PETICIÓN a la accionada” en los términos que transcribió (f. 1), pero ninguna respuesta ha obtenido, ni se le ha informado por qué ha sido imposible resolver o los motivos de la demora. 
  



Con la demanda aportó copia del escrito contentivo de la solicitud, en la que actúa como apoderado de Moisés Orozco Ramírez (f. 5 y 6).





Se le dio trámite a la acción y se dispuso correr traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. El Jefe Área Defensa Judicial, dio cuenta de la solicitud presentada ante la entidad; que al accionante se le brindó respuesta clara y concreta en lo que era de su competencia y en lo que no  se le informó sobre la dependencia que debía resolver, a la que se le corrió el traslado pertinente y de todo ello se notificó al correo electrónico del interesado el 6 de noviembre de 2017, quien confirmó la entrega y, por consiguiente, solicitó declarar superado el hecho.




CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

En este caso, la controversia gira en torno al derecho fundamental de petición que se dice violentado. Pero para decirlo de una vez, la solicitud de amparo, se halla en el campo de la improcedencia, ante la falta de legitimación por parte del demandante. 
En efecto, se recuerda que el artículo 10 del Decreto 2591 de 2001, legitima para actuar en sede de tutela a la persona que recibe el agravio o la amenaza, por sí misma, sin necesidad de representación judicial; pero también puede valerse de un apoderado, en cuyo caso, es menester acreditar que se otorgó un poder especial para la acción de tutela, que no lo suple el que se hubiera conferido en el trámite de un proceso ante la jurisdicción ordinaria; incluso pueden agenciarse derechos ajenos, pero para que así ocurra, debe manifestarse esa circunstancia y acreditar la situación que genera esa forma de intervención; y finalmente, es posible valerse del Ministerio Público o de la Defensoría del Pueblo. 

Hechas estas precisiones, se tiene que la prueba que le sirve de soporte al abogado Nicolás Alberto Mejía González para achacar a la entidad accionada la vulneración alegada, es la solicitud relacionada con el hecho de que se procediera a realizar el pago de unas sumas de dinero correspondientes a un retroactivo pensional con su inclusión en nómina a favor de su poderdante  Moisés Orozco Ramírez y a expedir copia de un acto administrativo relacionado con el cumplimiento de una conciliación. 

Es decir, que la petición se elevó, a nombre de su representado, en un trámite que adelanta para obtener el reconocimiento y pago de unos valores, sin ninguna acotación acerca de que se tratara de una actuación propia del abogado. 
De donde se tiene que carece de legitimación el accionante para invocar la trasgresión de sus intereses particulares, si bien toda la actuación del caso se desplegó en favor de Moisés Orozco Ramírez, quien sí podría discutir que se le vulnera su derecho de petición. 

Por supuesto que, como viene de verse, el poder que le hubiera otorgado para intervenir ante la entidad accionada, no lo legitima tampoco para reclamar en esta sede constitucional, mucho menos si lo hace a título personal. 
 



Sobre asuntos de similar matiz, de antaño, en posición jurisprudencial pacífica y sostenida
, la Corte Constitucional, ha señalado
: 

  



En la materia que nos ocupa, el derecho de petición invocado por los abogados tenía claramente una finalidad relacionada con intereses particulares, pero debía calificarse, de manera mucho más específica, como gestión profesional ante FONCOLPUERTOS para la reclamación de prestaciones sociales, y luego ante los jueces para el ejercicio de la acción de tutela, en dos fases de la actuación de representación totalmente diferenciables.
 
 



Por lo tanto, los profesionales que obraban no estaban ejerciendo su propio derecho de petición sino concretamente el de sus poderdantes, quienes, por conducto de ellos, deprecaban algo ante la administración. Aplicando las reglas propias de las actuaciones administrativas contempladas en el Código correspondiente, debían por ello acreditar la condición en que obraban.
 
 



Es necesario advertir, entonces, que en los casos que se enuncian, los verdaderos titulares del derecho de petición eran los extrabajadores afectados o interesados en el fondo de la decisión. Ello es así por cuanto, en virtud de un contrato de mandato, los abogados actúan en representación de otros. Cuando éstos acuden ante la administración para formular peticiones o reclamaciones, lo hacen amparados en un poder previa y debidamente otorgado.
 
 



Así, en caso de no obtener respuesta por parte de la administración, a quien se viola el derecho consagrado en el artículo 23 de la Constitución, no es al representante, sino al representado.
 
 



Si se admitiera la tesis expuesta en los casos bajo examen, sobre la radicación del derecho de petición en la persona del representante, se podría arribar a una de dos conclusiones, igualmente perversas: la exclusión del derecho de petición en cabeza de los trabajadores, desconociendo flagrantemente el artículo 23 de la Carta, o la existencia de dos sujetos titulares del derecho de petición, de manera simultánea y en cuanto a las mismas pretensiones, y así la administración estaría obligada a responder no sólo al apoderado sino a cada uno de los poderdantes.
 
  



(…)
       



Así las cosas, esta Sala encuentra que no existe legitimidad en la causa para instaurar la acción de tutela a nombre propio, por parte de los abogados que apoderaron, ante la administración,  a los antiguos trabajadores de la empresa Puertos de Colombia.
 
Esta línea jurisprudencial está a tono con lo que es materia de resolución, por lo que, como se anunció, se declarará la improcedencia anotada. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara IMPROCEDENTE la protección que invoca Nicolás Alberto Mejía González.
Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 





A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA              
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